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Diputada Distrito Nacional, Gire. 1

Santo Domingo de Guzmán, D.N.

29 de abril de 2026

Licenciado Alfredo Pacheco Osoria

Presidente de la Cámara de Diputados

Su despacho.

Via: Licda. Francisca Ivonny Mota del Jesús

Secretaria General Legislativa

Honorable Presidente:

Después de saludarle cordialmente, me permito someter a su consideración el siguiente “Proyecto

de Resolución que solicita la comparecencia de autoridades del Ministerio de Medio

Ambiente y Recursos Naturales sobre la operación ‘Jardín del Edén’ en el Parque Nacional

Dr. Juan Bautista Pérez Rancier (Valle Nuevo).”

Esta iniciativa tiene por objeto requerir, en ejercicio de la facultad de fiscalización política

consagrada en los artículos 93 y 94 de la Constitución, explicaciones puntuales y documentadas

sobre el fundamento legal, los términos contractuales, las garantías ambientales y los mecanismos

de acceso público de la referida operación, en defensa del patrimonio natural de la Nación y del

derecho de visita reconocido a todos los ciudadanos por la Ley núm. 202-04, Sectorial de Áreas
Protegidas.

Agradezco de antemano la atención prestada a esta solicitud, reiterándole las muestras de mi más

alta consideración.

Atentamente,

/

SELINÉS MÉNDEZ
diputada

Licd^ Selinée/Méiwéz

Diputada del DistrittvNacional, F.P. a
'f'o.

Congreso Nacional, Centro de los Héroes, Santo Domingo, República Dominicana
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Cámara de Diputados de ia República Dominicana

PROYECTO DE RESOLUCION QUE SOLICITA LA COMPARECENCIA DE

AUTORIDADES DE MEDIO AMBIENTE SOBRE LA OPERACIÓN “JARDÍN DEL

EDÉN” EN EL PARQUE NACIONAL DR. JUAN BAUTISTA PÉREZ RANCIER (VALLE

NUEVO)

CONSIDERANDO PRIMERO: Que el artículo 16 de la Constitución de la República

Dominicana establece, de manera expresa, que la vida silvestre, las unidades de conservación que

conforman el Sistema Nacional de Áreas Protegidas y los ecosistemas y especies que contiene,

constituyen bienes patrimoniales de la Nación y son inalienables, inembargables e

imprescriptibles, y que los límites de las áreas protegidas sólo pueden ser reducidos por ley con la

aprobación de las dos terceras partes de los votos de los miembros de las cámaras del Congreso

Nacional.

CONSIDERANDO SEGUNDO: Que el artículo 15 de la Constitución consagra que las cuencas

altas de los ríos y las zonas de biodiversidad endémica, nativa y migratoria son objeto de protección

especial por parte de los poderes públicos, mandato directamente aplicable al Parque Nacional

Valle Nuevo, conocido como “La Madre de las Aguas”, por nacer en su territorio las cabeceras de

los ríos Yuna, Nizao, Las Cuevas, Grande del Medio, Tireo, Yaque del Sur y Ocoa, así como

tributarios del Yaque del Norte.

CONSIDERANDO TERCERO: Que el artículo 67 de la Constitución reconoce el derecho de

toda persona, individual y colectivamente, al uso y goce sostenible de los recursos naturales, así

como el deber del Estado de prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, en provecho

de las presentes y futuras generaciones, y que su numeral 4 dispone que en los contratos que el

Estado celebre o en los permisos que se otorguen que involucren el uso y explotación de los

recursos naturales, se considerará incluida la obligación de conservar el equilibrio ecológico.
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CONSIDERANDO CUARTO: Que el artículo 22 de la Ley núm. 202-04, Sectorial de Áreas

Protegidas, garantiza que todos los ciudadanos tienen derecho a visitar las áreas protegidas,

conforme a las disposiciones generales y especificaciones establecidas por la autoridad

competente, derecho que constituye una manifestación concreta del carácter de bien patrimonial

de la Nación que ostentan estas unidades de conservación.

CONSIDERANDO QUINTO: Que el artículo 5, numeral 5, de la Ley núm. 202-04 admite que

el Estado dominicano otorgue a personas jurídicas calificadas la administración de servicios dentro

de áreas protegidas, pero subordina dicha facultad a tres condiciones acumulativas: que se realice

según el ordenamiento jurídico dominicano, que esté normada por el plan de manejo de cada área

y que se efectúe con los controles adecuados.

CONSIDERANDO SEXTO: Que el artículo 16, párrafo 1, de la Ley núm. 202-04 dispone que

las actividades permitidas dentro del Sistema Nacional de Áreas Protegidas estarán sujetas a las

restricciones impuestas por la categoría de manejo de cada unidad de conservación y deberán ser

compatibles con los objetivos de conservación y estar contempladas en el respectivo plan de

manejo.

CONSIDERANDO SÉPTIMO: Que el artículo 30 de la Ley núm. 202-04 declara que el Sistema

Nacional de Áreas Protegidas es irreducible en cada una de sus partes y en su totalidad, principio

que, junto con los artículos 16 y 67 de la Constitución, fundamenta la prohibición de regresividad

en la protección de estos bienes patrimoniales.

CONSIDERANDO OCTAVO: Que el artículo 6 de la Ley núm. 64-00, General sobre Medio

Ambiente y Recursos Naturales, garantiza la participación de las comunidades y los habitantes del

país en la conservación, gestión y uso sostenible de los recursos naturales, así como el acceso a

información veraz y oportuna sobre la situación y el estado de los mismos, en concordancia con el

artículo 49 de la Constitución.
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CONSIDERANDO NOVENO: Que el artículo 36 de la Ley núm. 64-00 establece que las áreas

protegidas son patrimonio del Estado y que, en los acuerdos de cogestión que el Estado celebre

con entidades interesadas, debe primar el interés de conservación sobre cualquier otro.

CONSIDERANDO DÉCIMO: Que el Tribunal Constitucional, en su sentencia TC/0194/13,

sostuvo que ios bienes de dominio público no son susceptibles de propiedad privada, pues

pertenecen a todos los dominicanos, y reafirmó el carácter inalienable, inembargable e

imprescriptible de los bienes integrantes del patrimonio nacional, criterio reiterado en la sentencia

TC/0173/18, la cual ratificó la conformidad constitucional del artículo 9 de la Ley núm. 202-04 y

reconoció el dominio eminente del Estado sobre las áreas protegidas.

CONSIDERANDO DECIMO PRIMERO: Que el Tribunal Constitucional, en su sentencia

TC/0167/13, sostuvo que el derecho a la libre empresa debe ceder frente a la preservación del

medio ambiente, criterio aplicable a todo conflicto entre intereses comerciales privados y derechos

colectivos de naturaleza ambiental.

CONSIDERANDO DÉCIMO SEGUNDO: Que el Ministerio de Medio Ambiente y

Recursos Naturales, mediante comunicaciones oficiales de fechas cinco (5) de febrero de dos mil

veintiséis (2026) y posteriores, anunció la habilitación de una nueva área de acampar denominada

“Jardín del Edén” dentro del Parque Nacional Dr. Juan Bautista Pérez Rancier (Valle Nuevo),

desarrollada bajo un acuerdo técnico de comanejo con la Fundación Propagas y cuya operación

cotidiana fue concesionada a la empresa privada Equipa-T, vigente a partir del primero (1ro.) de

abril de dos mil veintiséis (2026).

CONSIDERANDO DÉCIMO TERCERO: Que, conforme a las propias declaraciones del

Ministerio recogidas por medios de comunicación nacionales, el modelo implementado sustituye

el esquema previo de acceso libre con permisos gratuitos por un sistema de cobro por servicios,

plataformas elevadas, baños, energía solar, sistema de reservas en línea y zona única de pernocta
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administrada por un operador exclusivo, sin que se hayan hecho públicos el contrato suscrito, los

términos de referencia íntegros del proceso, las tarifas autorizadas al concesionario ni el monto de

la cuota mensual a percibir por el Estado dominicano.

CONSIDERANDO DÉCIMO CUARTO: Que la mencionada operación, presentada como una

“concesión temporal y exclusiva”, podría constituir una privatización de facto de un área de uso

público dentro de un parque nacional, comprometiendo el derecho de visita reconocido a todos los

ciudadanos por el artículo 22 de la Ley núm. 202-04 y el principio de irreducibilidad consagrado

en el artículo 30 de la misma ley.

CONSIDERANDO DÉCIMO QUINTO: Que el Parque Nacional Dr. Juan Bautista

Pérez Rancier (Valle Nuevo) ha sido objeto, durante las últimas dos décadas, de un esfuerzo

sostenido de rescate ecológico, ratificado mediante las Resoluciones núms. 0014/2016, 0016/2021

y 0034/2021 del Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, lo que torna especialmente

sensible cualquier modificación de su régimen de uso público que pueda comprometer los

objetivos de conservación.

CONSIDERANDO DECIMO SEXTO: Que la operación denominada “Jardín del Edén”

ha generado interrogantes legítimas, pertinentes y de interés nacional que merecen ser respondidas

formalmente ante el Congreso Nacional, en particular: bajo qué fundamento legal se ha permitido

esta operación; cuáles son los términos del acuerdo con el sector privado; qué garantías existen

para la protección ambiental del área; y cómo se está asegurando el acceso justo y equitativo para

todos los ciudadanos.

CONSIDERANDO DÉCIMO SÉPTIMO: Que el artículo 94 de la Constitución de la

República faculta a las cámaras legislativas, así como a las comisiones permanentes y especiales

que éstas constituyan, a invitar a ministros, viceministros, directores y demás funcionarios de la

Administración Pública, así como a cualquier persona física o jurídica, para ofrecer información
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pertinente sobre los asuntos de los cuales se encuentren apoderadas, y su párrafo dispone que la

renuencia a comparecer o a rendir las declaraciones requeridas será sancionada por los tribunales

penales con la pena establecida para el desacato a las autoridades públicas.

CONSIDERANDO DÉCIMO OCTAVO: Que esta Cámara de Diputados, en ejercicio

de la facultad de fiscalización política reconocida en los artículos 93, numeral 2, literal c), y 94 de

la Constitución, tiene el deber institucional de procurar al pueblo dominicano respuestas claras,

públicas y verificables, en defensa del patrimonio natural de la Nación.

VISTA: La Ley núm. 64-00, General sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales, del 18

de agosto del año 2000.

VISTA: La Ley núm. 202-04, Sectorial de Areas Protegidas, del 30 de julio del año 2004.

VISTA: La Ley núm. 200-04, General de Libre Acceso a la Información Pública, del 28

de julio del año 2004.

VISTA: La Ley núm. 340-06, sobre Compras y Contrataciones de Bienes, Servicios, Obras

y Concesiones, modificada por la Ley núm. 449-06.

VISTO: El Decreto núm. 233-96, que declara el Parque Nacional Dr. Juan Bautista Pérez

Rancier (Valle Nuevo).

VISTAS: Las Resoluciones núms. 0014/2016, 0016/2021 y 0034/2021 del Ministerio de

Medio Ambiente y Recursos Naturales, relativas al Plan de Acción para el Rescate del Parque

Nacional Valle Nuevo.

VISTAS: Las sentencias del Tribunal Constitucional de la República Dominicana

TC/0167/13, TC/0194/13 y TC/0173/18.
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VISTA: La Constitución de la República Dominicana, en especial sus artículos 15, 16,49,

66, 67, 75 numeral 11, 83, 93 numeral 2 literal c), 94 y 95.

VISTO: El Reglamento Interior de la Cámara de Diputados de la República Dominicana.

RESUELVE:

PRIMERO: Invitar al señor Armando Paíno Henríquez, Ministro de Medio Ambiente y

Recursos Naturales, a comparecer ante el Pleno de la Cámara de Diputados, o ante la Comisión

Permanente de Medio Ambiente y Recursos Naturales, según se determine, en la fecha que

oportunamente se le notifique, para ofrecer información detallada sobre la operación denominada

“Jardín del Edén” en el Parque Nacional Dr. Juan Bautista Pérez Rancier (Valle Nuevo).

SEGUNDO: Invitar igualmente, en la misma fecha y para los mismos fines, al señor Carlos

Augusto Batista Batista, Viceministro de Areas Protegidas y Biodiversidad y a la señora

Carolina Alba Perreras, Directora de Áreas Protegidas.

TERCERO: Solicitar a los funcionarios invitados que, en su comparecencia, ofrezcan al país

explicaciones puntuales y documentadas sobre los siguientes aspectos:

1) Bajo qué fundamento legal se ha permitido la operación denominada “Jardín del Edén”, con

indicación expresa del plan de manejo del área, los actos administrativos que autorizan la

concesión, el procedimiento de selección utilizado y su conformidad con la Ley núm. 340-06 sobre

Compras y Contrataciones, así como con los artículos 5 numeral 5, 14, 16, 22, 23 y 25 de la Ley

núm. 202-04;
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2) Cuáles son los términos del acuerdo con el sector privado, debiendo aportar copia íntegra del

contrato y de los términos de referencia, identificación de la persona jurídica concesionaria, plazo

de la concesión, alcance de la exclusividad otorgada, monto y modalidad de pago de la cuota

mensual a percibir por el Estado, tarifas autorizadas al concesionario y propuestas presentadas al

proceso de selección;

3) Qué garantías existen para la protección ambiental del área, debiendo aportar el plan de manejo

vigente del Parque Nacional Valle Nuevo, el estudio de capacidad de carga, la evaluación de

impacto ambiental practicada, el plan de manejo integral de residuos, los protocolos de monitoreo

ecológico y las medidas previstas para evitar afectación a las cabeceras hidrográficas y al bosque

de pino criollo;

4) Cómo se está asegurando el acceso justo y equitativo para todos los ciudadanos al área de

camping del Parque Nacional Valle Nuevo, en cumplimiento del artículo 22 de la Ley núm. 202-

04 y de los artículos 16 y 67 de la Constitución, con explicación expresa de los mecanismos de

reserva, eventuales cuotas gratuitas o a costo reducido para sectores vulnerables y garantías para

que el sistema de reservas electrónicas no se traduzca en exclusión de hecho de la población

dominicana.

CUARTO: Solicitar a los funcionarios invitados que, con no menos de cinco (5) días hábiles de

antelación a la fecha de su comparecencia, remitan a esta Cámara de Diputados, en formato físico

y digital, la documentación a que se refiere el ordinal TERCERO de la presente resolución, a los

fines de su examen previo por la Comisión Permanente de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

QUINTO: Apoderar a la Comisión Permanente de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la

Cámara de Diputados para que dé seguimiento al cumplimiento de la presente resolución, recabe

la documentación correspondiente y rinda informe al Pleno con las recomendaciones que estime

pertinentes en defensa del patrimonio natural de la Nación.
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